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Santiago Calderón, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de abril de 2021. 

Comparece el Sr. Raymond Collazo Ortiz (señor Collazo o 

recurrente) y solicita revisión y corrección de la Resolución emitida 

por la Comisión Apelativa del Servicio Público (CASP) el 24 de 

septiembre de 20202. En esta, desestimó, por considerarla tardía, 

una solicitud del recurrente dirigida a obligar al patrono, Gobierno 

Municipal Autónomo de Carolina (Municipio), a reconocerle un 

aumento salarial, que la ley contempla cada 5 años cuando, entre 

otras ciertas circunstancias y requisitos, tiene capacidad económica 

para sufragarlo.  

Por no haber planteado el asunto oportunamente, se confirma 

la determinación recurrida.   

I. 

 El 29 de marzo de 2019, el señor Collazo suscribió una carta 

al Alcalde del Municipio, Hon. José C. Aponte Dalmau, para 

informarle que desde el año 2008 no había recibido aumento de 

 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2021-003 de 8 de enero de 2021, se designa 
a la Jueza Grisel Santiago Calderón en sustitución de la Jueza Aida Nieves 

Figueroa. 
2 Notificada el 8 de octubre de 2020. 
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sueldo conforme lo requería la Ley 81-1991, según enmendada, 

conocida como Ley de Municipios Autónomos de Puerto Rico (Ley 

Núm. 81-1991)3. Por tanto, solicitó el aumento de los años 2013 y 

2018. 

El 4 de abril de 2019, la Directora del Departamento de 

Recursos Humanos del Municipio, Sra. Nydia Talavera contestó, a 

nombre del Alcalde, la carta del apelante4. Indicó que el aumento 

dependía, entre otras cosas, de la situación fiscal prevaleciente 

conforme lo indica el Art. 11.015 de la Ley Núm. 81-1991. Añadió 

que la condición fiscal del Municipio no permitía la concesión del 

aumento solicitado. 

El 19 de abril de 2019, el señor Collazo recurrió ante CASP5. 

Alegó su derecho al aumento salarial conforme a la Ley Núm. 81-

1991. Argumentó que el Municipio había otorgado aumento a otra 

clase trabajadora discriminando así con los policías 

municipales. 

Tras varios trámites procesales, el 7 de septiembre de 2020 el 

Municipio sometió Notificación de Determinación en Caso 2019-12-

0223 y Solicitando Archivo por Falta de Jurisdicción. Alegó que CASP 

no tenía jurisdicción para atender el reclamo ya que la apelación 

fue radicada fuera de los 30 días desde que el recurrente advino 

en conocimiento de la acción.  

El 24 de septiembre de 2010, notificada a las partes el 8 de 

octubre de 2020, la CASP emitió Resolución declarándose sin 

jurisdicción. Resolvió, como cuestión de hecho, que el señor Collazo 

advino en conocimiento de su alegada acreencia, al transcurrir cinco 

(5) años luego del último aumento recibido. Dispuso lo siguiente:  

 Aunque no tenemos una fecha cierta en la cual se recibió el 

 
3 Aunque la Ley Núm. 81-1991 fue recientemente derogada por la Ley 107-2020, 
la misma es de aplicación al presente caso toda vez que las reclamaciones del 

recurrente se basan en hechos acaecidos durante la vigencia de dicha ley. 
4 Véase Apéndice de Revisión Administrativa, pág. 12. 
5 Íd., págs. 13-18. 
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último aumento del 2008, para efectos del análisis, 
presumiremos la fecha más beneficiosa para el apelante, el 
31 de diciembre de 2008. Partiendo de dicha fecha, al 1 de 
enero de 2014 el apelante advino en conocimiento de la 
posibilidad de ser beneficiado con un aumento por años de 
servicio que no recibió, por lo que, a partir de esa fecha tenía 
30 días para acudir a este Foro. Dicho término venció el 31 
de enero de 2014. De esta forma, el apelante demoró 5 años, 
10 meses y 2 días para recurrir a este foro con relación al 
reclamo de aumento salarial por años de serivcios reclamado 
para el año 2013.   

 
Igual ocurrió con el reclamo de aumento por años de servicio 
del año 2018. Si, para el 31 de diciembre de 2013 el apelante 
entenía que era acreedor de un aumento salarial y a partir 
de esa fecha se computan nuevamente 5 años para ser 
acreedor de un segundo aumento, el mismo correspondía al 

31 de diciembre de 2018. Es decir, a partir del 1 de enero de 
2019, el apelante tenía un término improrrogable de 30 días 
para recurrir ante nos. Dicho término venció el 1 de febrero 
de 2019. Así las cosas, con relación al segundo aumento 
salarial por años de servicio, el apelante recurrió 10 meses y 
un día luego de vencido el término jurisdiccional para ello.   

 

 Inconforme, el 9 de noviembre de 2020, el recurrente presentó 

el recurso que nos ocupa; formula el siguiente señalamiento de 

error:  

Erró la CASP al declararse sin jurisdicción por entender 
que la reclamación de los aumentos legislados estaban 
prescritos. 

 

El 21 de diciembre de 2020, el Municipio presentó su alegato 

en oposición. Resolvemos.   

II. 

A. 

 Constituye norma establecida en el ámbito del derecho 

administrativo que los tribunales deben concederle mayor 

deferencia a las decisiones administrativas por gozar estas de una 

presunción de validez, dada la experiencia que se les atribuye6. 

Nuestra función revisora se delimita a delinear la discreción de las 

entidades administrativas para garantizar que sus decisiones se 

encuentren en el marco de los poderes delegados y sean 

consecuentes con la política pública que las origina7.   

 
6 IFCO Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 744 (2012); Torres Santiago 
v. Depto. Justicia, 181 DPR 969, 1002 (2011). 
7 Cruz Rivera v. Mun. de Guaynabo, 2020 TSPR 125; Torres Rivera v. Policía de PR, 

196 DPR 606, 625-626 (2016); Mun. de San Juan v. J.C.A., 149 DPR 263, 279 

(1999).   
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 La Sec. 4.5 de la Ley Núm. 38 de 30 de junio de 2017, conocida 

como la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno 

de Puerto Rico (Ley de Procedimiento Administrativo)8, estableció el 

marco de revisión judicial de las determinaciones de las agencias 

administrativas. Ese marco está fundamentado en el principio rector 

de la razonabilidad. El foro revisor examina que no se haya actuado 

de manera arbitraria o ilegal, o de forma tan irrazonable que sea 

considerado un abuso de discreción9. Se dispone para ello tres 

criterios: (1) si el remedio concedido por la agencia fue apropiado; 

(2) si las determinaciones de hecho que realizó la agencia están 

sostenidas por evidencia sustancial que obra en el expediente 

administrativo visto en su totalidad, y (3) si, mediante una revisión 

completa y absoluta, las conclusiones de derecho del ente 

administrativo fueron correctas10.  

En cuanto a las determinaciones de hecho de una agencia 

administrativa, estas se sostendrán si se fundamentan en evidencia 

sustancial que conste en el expediente administrativo considerado 

en su totalidad11. Esta regla de la evidencia sustancial busca “evitar 

la sustitución del criterio del organismo administrativo en materia 

especializada por el criterio del tribunal revisor”12.  

Por otra parte, las conclusiones de derecho “serán revisables 

en todos sus aspectos por el tribunal”13. Sin embargo, los tribunales 

no pueden descartar libremente las conclusiones e interpretaciones 

de la agencia administrativa con el fin de sustituir el criterio por el 

propio.  

 En fin, la deferencia concedida a las agencias administrativas 

 
8 3 LPRA sec. 9675. 
9 Torres Rivera v. Policía de PR, supra, pág. 626; Mun. San Juan v. Plaza Las 
Américas, 169 DPR 310, 323 (2006). 
10 Pagán Santiago et al. v. ASR, 185 DPR 341, 358 (2012). Rolón Martínez v. 
Superintendente, 201 DPR 26, 35-36 (2018).   
11 3 LPRA sec. 9675. 
12 Torres Rivera v. Policía de PR, supra, pág. 627. 
13 3 LPRA sec. 9675. 
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únicamente cederá cuando: (1) la determinación administrativa no 

esté basada en evidencia sustancial; (2) el organismo administrativo 

haya errado en la aplicación o interpretación de las leyes o los 

reglamentos que se le ha encomendado administrar; (3) cuando el 

organismo administrativo actúe arbitraria, irrazonable o 

ilegalmente, al realizar determinaciones carentes de una base 

racional; o, (4) cuando la actuación administrativa lesione derechos 

constitucionales fundamentales14.   

B. 

El Artículo 13 del Plan de Reorganización 2 de 26 de julio de 

201015 establece los términos y procedimientos para presentar una 

apelación ante CASP:  

Artículo 13- Términos del procedimiento apelativo. 
 
El procedimiento para iniciar una querella o apelación por 
una parte adversamente afectada en aquellos casos 
contemplados bajo el Artículo 11 de este Plan será el 
siguiente:  
 
La parte afectada deberá presentar escrito de apelación a la 
Comisión dentro del término jurisdiccional de treinta (30) 
días, contados a partir de la fecha en que se le notifica la 
acción o decisión, objeto de apelación, en caso de habérsele 
notificado por correo, personalmente, facsímile o correo 
electrónico, o desde que advino en conocimiento de la acción 
o decisión por otros medios. 
 
La Comisión podrá luego de investigada y analizada una 
apelación, desestimar la misma o podrá ordenar la 
celebración de una vista pública, delegando la misma a un 
oficial examinador, quien citará a las partes y recibirá la 
prueba pertinente.  
 
La Comisión dispondrá, mediante reglamento, los 
procedimientos adjudicativos que gobernarán las vistas 

públicas que se lleven a cabo al amparo de este Plan16. 
 

El Reglamento Procesal de la Comisión Apelativa del Sistema 

de Administración de Recursos Humanos (CASARH), Reglamento 

Núm. 7313 de 5 de abril de 2007 tiene como propósito establecer los 

mecanismos y normas procesales que regirán el descargo de función 

 
14 IFCO Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 744-745 (2012).   
15 Véase: Artículo 30 del Plan de Reorganización, 3 LPRA Ap.XIII. Este artículo 

dispone que “[c]ualquier referencia a la CASARH y la CRTSP en cualquier otra ley 
o reglamento o documento oficial del Gobierno de Puerto Rico se entenderá que 

se refiere a la Comisión Apelativa del Servicio Público, creada mediante este Plan”. 
16 3 LPRA Ap. XIII, secs. 1-33. 
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adjudicativa de CASP y aplicará en todos los procedimientos. 

En lo aquí pertinente, la Sección 1.2 del Reglamento Procesal 

de CASP, Reglamento Núm. 7313, dispone que:  

a.  La solicitud de apelación se radicará en la Secretaría de 

la Comisión dentro del término jurisdiccional de treinta 
(30) días consecutivos a partir de la fecha de notificación 
de la acción o decisión objeto de apelación en caso de 
habérsele cursado comunicación escrita, o desde que 
advino en conocimiento de la acción o decisión por otros 
medios.   

 
b. De no existir una determinación final escrita, y la parte 

afectada hubiese hecho un planteamiento o reclamo, por 

escrito a la Autoridad Nominadora, y no reciba respuesta 
alguna en los siguientes sesenta (60) días desde que 
cursó la misiva, la parte afectada tendrá un plazo 
jurisdiccional de treinta (30) días, contados a partir del 
vencimiento del término de sesenta (60) días, para 
presentar una solicitud de apelación ante la Comisión.  

 

Estos términos, según fijados por ley y reglamento, son de 

naturaleza jurisdiccional.  

C. 

El Artículo 11.015 (c) de Ley Núm. 81-1991 disponía que:  

Cuando la capacidad económica del municipio lo 
permita, los empleados que ocupen puestos regulares y que 
no hayan recibido ninguna clase de aumentos de sueldo, 
excepto los otorgados por disposición de una ordenanza 
municipal, durante un período ininterrumpido de cinco (5) 
años de servicios, recibirán un aumento de sueldo 
equivalente a un tipo o paso de la escala correspondiente.  
Dicho aumento de sueldo se podrá conceder en forma 
consecutiva hasta que el empleado alcance el tipo máximo 
de la escala asignada a su puesto.  La autoridad nominadora 
municipal podrá denegar dicho aumento de sueldo a 
cualquier empleado si a su juicio los servicios del empleado 
durante el período de cinco (5) años correspondientes no 
hubiesen sido satisfactorios.  En tales casos la autoridad 
nominadora informará al empleado, por escrito, las razones 

por las cuales no se le concede el referido aumento de sueldo 
y de su derecho de apelación ante la Junta de Apelaciones 
del Sistema de Administración de Personal.  (Énfasis 
suplido).17   

 

 Por tanto, el aumento siempre dependerá de la capacidad 

económica del municipio para otorgarlo. Cuando el aumento se 

deniegue porque los servicios del empleado no han sido 

satisfactorios, el municipio deberá así informarlo por escrito y 

notificar al empleado sobre su derecho a apelación.   

 
17 21 LPRA sec. 4565. 
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III. 

En su único señalamiento de error, el señor Collazo arguye 

que CASP incidió al declararse sin jurisdicción. Indica que el 

Municipio no realizó una determinación final escrita. Por ello, realizó 

un acercamiento o reclamo por escrito. Es a partir de la contestación 

emitida por el Municipio que el recurrente entiende comienza a 

contar el término de apelación de treinta (30) días. En su escrito, el 

recurrente expresa: 

Aquí el Municipio no se había expresado ni a favor ni en 
contra de conceder el aumento. Por tanto, el razonamiento 
legal más acertado es requerirle al Municipio que cumpla con 
lo legislado. Obsérvese que la legislación no le impone al 
empleado un término para solicitarle al Municipio su 
cumplimiento. Pero tampoco le impone un término a la 
Autoridad Nominadora para pagar el aumento salarial. Por 
lo tanto, no es hasta que el empleado activa su derecho que 
comienzan a discurrir los términos jurisdiccionales18. 
 

 No obstante, independientemente de las alegaciones 

realizadas por el recurrente, en circunstancias de ausencia de 

notificación, o cuando la misma es inadecuada, puede aplicarse la 

doctrina de incuria para evaluar si la reclamación es oportuna19. 

Mediante la doctrina de incuria, se impide a una parte instar un 

recurso cuando por su dejadez o negligencia, en conjunto con el 

transcurso del tiempo, entre otras circunstancias, se causa perjuicio 

a la otra parte. Se ha reiterado que no basta el transcurso de tiempo 

para que se concluya que existe incuria, y, de ese modo, impedir el 

ejercicio de la causa de acción. Es necesario evaluar otras 

circunstancias, tales como la justificación, si alguna, para la 

demora; el perjuicio que la demora hubiera podido acarrear; y el 

efecto sobre intereses privados o públicos involucrados20. Cabe 

señalar que el Artículo 11 del Plan de Reorganización de la Comisión 

 
18 Véase Apéndice de Revisión administrativa, pág. 8. 
19 Molini Gronau v. Corp. P.R. Dif. Pub., 179 DPR 674, 686-88 (2010); Sánchez, et 

al. v. Depto. Vivienda, et al., 184 DPR 95, 118 (2011); Bomberos Unidos v. Cuerpo 
Bomberos et al., 180 DPR 723, 771 (2011); Maldonado v. Junta Planificación, 171 

DPR 46, 58-60 (2007); Colón Torres v. AAA, 143 DPR 119, 124 (1997); IM Winner, 
Inc. v. Municipio de Guayanilla, 151 DPR 30, 39-40 (2000). 
20 Rivera v. Depto.de Servicios Sociales, 132 DPR 240 (1992). 
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Apelativa del Servicio Público faculta a la agencia a evaluar si la 

dilación en la presentación de un caso es razonable conforme a los 

principios generales de incuria21.     

 En este caso, luego del último aumento del señor Collazo (en 

el 2008), transcurrieron más de diez años antes de que requiriera 

otro aumento. En su escrito, el recurrente no presenta razón por la 

cual no reclamó en ningún momento luego del transcurso de los 

primeros cinco (5) años el susodicho aumento. Es decir, en ninguna 

de las dos ocasiones en que los cinco (5) años transcurrieron (a 

saber, al finalizar el 2013 y el 2018), el señor Collazo presentó 

oportunamente su reclamación ante la autoridad nominadora o 

CASP. Las actuaciones desplegadas por el recurrente demuestran 

una dilación injustificada y excesiva. El señor Collazo se cruzó de 

brazos por más de diez (10) años previo a solicitarle al Municipio que 

su reclamo fuese atendido. Este proceder del recurrente ocasionó 

que prescribiera su causa de acción.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la decisión 

recurrida.    

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La Juez Lebrón Nieves disiente con opinión 

escrita. 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 
 

 

 
21 3 LPRA Ap. XIII. 
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Sobre:  
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Panel integrado por su presidenta la Juez Ortiz Flores, la Juez 
Lebrón Nieves y la Jueza Santiago Calderón 

 
 

VOTO DISIDENTE DE LA JUEZ LEBRÓN NIEVES 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de abril de 2021. 

Con mucho respeto y deferencia hacia mis compañeras de 

Panel, la ocasión amerita expresar mi disenso en torno al curso de 

acción tomado por la mayoría y en el descargo de la responsabilidad 

que me ha sido delegada, es preciso hacerlo por escrito. 

I 

El caso de epígrafe plantea una controversia similar a la que 

atendimos en un Panel Hermano1 en el recurso Juan Mayoral 

Rodríguez v. Municipio Autónomo de Carolina, KLRA202000411. Al 

igual que en el caso que nos ocupa, en el aludido caso, la Comisión 

Apelativa del Servicio Público (en adelante, CASP) se declaró sin 

jurisdicción para atender en los méritos el caso.   

Por su parte, el Municipio Autónomo de Carolina, en ambos 

casos, se amparó en la falta de jurisdicción de la CASP. Empero, es 

la opinión de esta Juez que, la CASP ostenta jurisdicción para 

 
1 Panel compuesto por la Juez Ortiz Flores, Nieves Figueroa y Lebrón Nieves (Juez 

Ponente). 
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entender en los méritos del caso, por lo que procedería que se 

devuelva el caso a la agencia recurrida para que atienda el mismo. 

Surge del expediente ante nuestra consideración que, desde 

el 1998, el recurrente ocupa un puesto de carrera como Policía 

Municipal del Sistema de Rango del Gobierno Municipal Autónomo 

de Carolina.  El 29 de marzo de 2019, el recurrente le remitió una 

carta al Alcalde de Carolina, Hon. José C. Aponte, en la cual trajo 

ante su consideración que desde el 2008 no ha recibido aumento de 

sueldo, según lo dispone la Ley de Municipios Autónomos, 21 LPRA 

sec. 4001 et seq., (Ley Núm. 81-1991). 

Con fecha de 4 de abril de 2019, la señora Nydia Talavera, 

Directora del Departamento de Recursos Humanos, en 

representación del Alcalde, le remitió una carta al señor Collazo 

Ortiz, en la cual mencionó someramente que la situación fiscal del 

Municipio no le permitía concederle aumentos de sueldo a los 

empleados, por lo cual, no podía acceder a su petición de aumento 

de sueldo.   

En desacuerdo, el señor Collazo Ortiz acudió el 24 de abril de 

2019 en apelación ante la CASP e invocó el Art. 1, Sección 1.2, Inciso 

(b), del Reglamento 7313 de la Comisión Apelativa del Sistema de 

Administración de Recursos Humanos del Servicio Público.2 Luego 

de varias incidencias procesales -innecesario pormenorizar-, el 24 

de septiembre de 2019, la CASP emitió la Resolución recurrida 

mediante la cual se declaró sin jurisdicción, por entender que la 

Apelación del señor Collazo Ortiz es tardía. 

Nuevamente inconforme, el recurrente acude ante este foro 

revisor y nos solicita que revoquemos la determinación de la CASP 

mediante la cual esta se decretó sin jurisdicción. 

 
2 Aprobado el 7 de marzo de 2007, extendido a la Comisión Apelativa del Servicio 

Público mediante Orden Administrativa CASP OA-2010-02, del 24 de noviembre 

de 2010. 
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II 

A 

La revisión judicial de las decisiones finales de la Comisión 

Apelativa del Servicio Público se realiza en virtud de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto 

Rico (LPAU), Ley Núm. 38-2017, según enmendada, 3 LPRA sec. 

9601 et seq.; véase, 3 LPRA sec. 1452d. En específico, la Sección 4.1 

de la LPAU dispone que las disposiciones del estatuto “serán 

aplicables a aquellas órdenes, resoluciones y providencias 

adjudicativas finales dictadas por agencias o funcionarios 

administrativos”. 3 LPRA sec. 9671. Sobre este particular, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha señalado que la revisión 

judicial persigue delimitar la discreción de los organismos 

administrativos para asegurar que el ejercicio de sus prerrogativas 

sea razonable y conforme a la ley. Empresas Ferrer Inc. v. 

A.R.PE., 172 DPR 254, 264 (2007). Por lo anterior, se afirma que el 

principio rector en la revisión judicial de las determinaciones e 

interpretaciones de una agencia es el principio de la razonabilidad 

en la actuación de la agencia recurrida. Díaz v. Fideicomiso Soc. y 

Autogestión, 188 DPR 32, 62 (2013).  

Es sabido que las decisiones finales de los organismos 

administrativos gozan de la mayor deferencia por los tribunales. “Sin 

embargo, esa deferencia a la decisión de una agencia administrativa 

cede cuando: (1) la decisión no se basa en evidencia sustancial; (2) 

el ente administrativo erró en la aplicación de la ley o reglamento; 

(3) la agencia actuó de forma arbitraria, irrazonable o ilegal; o (4) la 

actuación administrativa afecta derechos fundamentales o conduce 

a la comisión de injusticias”. (Citas omitidas). Id., pág. 63.   

B 

La anterior Ley para la Administración de los Recursos 

Humanos en el Servicio Público, Ley Núm. 184-2004, 3 LPRA sec. 
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1461 et seq., sustituyó a la Junta de Apelaciones del Sistema de 

Administración de Personal (JASAP), por la Comisión Apelativa del 

Sistema de Administración de Recursos Humanos (CASARH). Esto 

fue así, con el propósito de integrar los procesos de revisión de las 

decisiones administrativas en todo lo relacionado con las 

condiciones de empleo de los servidores públicos no organizados 

sindicalmente. Luego, la Asamblea Legislativa aprobó el Plan de 

Reorganización Núm. 2, 3 LPRA Ap. XIII de 26 de julio de 2010. 

Mediante este Plan de Reorganización, la CASARH se fusionó con la 

Comisión de Relaciones del Trabajo del Servicio Público (CRT), para 

crear la CASP, un ente adjudicativo con jurisdicción apelativa 

exclusiva para atender y adjudicar las apelaciones de los empleados 

públicos del Gobierno de Puerto Rico surgidas como consecuencia 

de acciones o decisiones de los administradores individuales y los 

municipios en cuanto a las acciones de personal relacionadas con el 

principio de mérito. Así se atendió el propósito jurídico medular de 

que sea la agencia especializada en determinado asunto la que lo 

atienda, conforme a la autoridad delegada por ley. Colón Rivera, et 

al. v. ELA, 189 DPR 1033, 1053 (2013).  

En lo atinente a este caso, el Artículo 11.002 de la Ley de 

Municipios Autónomos, supra, dispone que el alcalde de cada 

municipio y el presidente de la legislatura municipal serán 

considerados como la autoridad nominadora de las respectivas 

ramas que encabezan. Reza, además, el estatuto:  

La Comisión Apelativa del Sistema de Administración 
de Recursos Humanos, establecida por las sec. 1461 et 
seq. del Título 3, conocidas como ‘Ley para la 
Administración de los Recursos Humanos en el Servicio 

Público’, será el organismo apelativo del Sistema de 
Administración de Personal Municipal.  21 LPRA sec. 
4552.   

 

En Rivera Ortiz v. Municipio de Guaynabo, nuestro más Alto 

Foro resolvió al interpretar esta disposición que “[c]uando existe un 

estatuto que expresamente le confiere la jurisdicción a un órgano 
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administrativo sobre determinado tipo de asuntos, los tribunales 

quedan privados de toda autoridad para dilucidar el caso en primera 

instancia”. Rivera Ortiz v. Municipio de Guaynabo, 141 DPR 257, 268 

(1996); reiterado en Acevedo Ramos v. Municipio de Aguadilla, 153 

DPR 788, 804 (2001).  

Finalmente, en cuanto a la presentación de las apelaciones 

ante el organismo administrativo, la extinta CASARH promulgó 

el Reglamento Procesal Núm. 7313 de 7 de marzo de 2007 —aún 

vigente— fue aprobado con el objetivo de establecer y actualizar los 

mecanismos y normas procesales que regirán el descargo de la 

función adjudicativa ante ese organismo, y aplicará en todo 

procedimiento ante su consideración. 

La Comisión Apelativa tendrá jurisdicción sobre las 

apelaciones surgidas como consecuencia de acciones o decisiones 

de los municipios en los casos, y por las circunstancias 

especificadas en el Reglamento citado.  Reglamento Núm. 

7313, supra, Sección 1.1 (a).  El término para presentar la apelación 

ante la CASP es uno de naturaleza jurisdiccional.   

En el Artículo I Sección 1.2, establece el plazo para ello:  

a.  La solicitud de apelación se radicará en la Secretaría 
de la Comisión dentro del término jurisdiccional de 

treinta (30) días consecutivos a partir de la fecha de 
notificación de la acción o decisión objeto de apelación 
en caso de habérsele cursado comunicación escrita, o 

desde que advino en conocimiento de la acción o 
decisión por otros medios. 

 
b.  De no existir una determinación final escrita, y la 
parte afectada hubiese hecho un planteamiento o 

reclamo, por escrito a la Autoridad Nominadora, y no 
reciba respuesta alguna en los siguientes sesenta (60) 

días desde que cursó la misiva, la parte afectada tendrá ́ 
un plazo jurisdiccional de treinta (30) días, contados a 
partir del vencimiento del término de sesenta (60) días, 

para presentar una solicitud de apelación ante la 
Comisión.  

 

  El Tribunal Supremo reconoció el carácter jurisdiccional e 

improrrogable del término antes dispuesto. Rivera Rivera v. Depto. 

de Servicios Sociales, 132 DPR 240, 246 (1992). Es harto conocido 
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que las cuestiones de jurisdicción son de carácter privilegiado, por 

lo que puede invocarse en cualquier etapa del proceso. Si una 

decisión administrativa es dictada sin que la Agencia tenga 

jurisdicción sobre las partes o la materia, es jurídicamente 

inexistente o ultra vires. Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 147 

DPR 483, 498 (1999). La falta de jurisdicción es insubsanable ni las 

partes pueden arrogársela. Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 

155 DPR 309, 332 (2001).  

Expuesta la norma jurídica, procede a aplicarla a los hechos 

del presente caso.  

III 

La Mayoría de este Panel sostiene que procede confirmar la 

determinación de la CASP mediante la cual esta se decretó sin 

jurisdicción. A juicio de esta Juez, no le asiste la razón a la CASP, 

por lo cual, revocaría el dictamen recurrido y devolvería el caso a la 

agencia recurrida para la continuación de los procedimientos. 

 La Ley de Municipios Autónomos en el Artículo 11.015 sobre 

Disposiciones sobre Retribución, reza como sigue: 

(c) Cuando la capacidad económica del municipio lo 
permita, los empleados que ocupen puestos regulares y 

que no hayan recibido ninguna clase de aumentos de 
sueldos, excepto los otorgados por disposición de una 

ordenanza municipal, durante un periodo 
ininterrumpido de cinco (5) años de servicios, recibirán 
un aumento de sueldo equivalente a un tipo o   paso de 

la escala correspondiente. Dicho aumento de sueldo se 
podrá conceder en forma consecutiva hasta que el 

empleado alcance el tipo máximo de la escala asignada 
a su puesto. La autoridad nominadora municipal podrá 
denegar dicho aumento de sueldo a cualquier empleado 

si a su juicio los servicios del empleado durante el 
periodo de cinco (5) años correspondiente no hubiesen 
sido satisfactorios. En tales casos la autoridad 

nominadora informará al empleado, por escrito, las 
razones por las cuales no se le concede el referido 

aumento de sueldo y de su derecho de apelación […].  
 

Conforme al estatuto antes citado, existen dos instancias en 

la que el Municipio puede denegar el aumento de sueldo dispuesto 

en ley. Esto es, 1) cuando la situación fiscal del Municipio no le 
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permita conferir el referido aumento y 2) cuando, a su juicio, los 

servicios del empleado durante el periodo de cinco (5) años 

correspondiente no hubiesen sido satisfactorios. 

Ahora bien, la Ley 81, supra, le exige a dicho cuerpo municipal 

que su determinación de denegar el aumento de sueldo por los años 

de servicio tiene que estar justificado y plasmarse por escrito. 

Por su parte, el Reglamento Procesal incorporó el mecanismo 

de la Sección 1.2(b), el cual dispone que, en ausencia de un 

dictamen final por escrito, la parte afectada puede hacer su reclamo 

ante la Autoridad Nominadora y de no recibir respuesta alguna 

dentro de los siguientes sesenta (60) días, comenzaría a transcurrir 

el plazo jurisdiccional de treinta (30) días para presentar la 

apelación ante la CASP.  

No coincidimos con lo resuelto por la CASP y avalado por la 

Mayoría de este Panel, a los efectos de que el recurrente incurrió en 

incuria al no haber reclamado el consabido aumento de sueldo, tan 

pronto transcurrieron los cinco años de servicio.  Dicho análisis no 

encuentra apoyo en la Ley 81, supra, ni en el Reglamento Procesal 

Núm. 7313.  Tampoco es cónsona con nuestro ordenamiento 

jurídico en materia laboral. No podemos perder de vista que las leyes 

laborales deben interpretarse liberalmente, resolviendo toda duda a 

favor del obrero, para así cumplir con sus propósitos eminentemente 

sociales y reparadores. Méndez v. Fondo del Seguro del Estado, 140 

DPR 380 (1996). 

Como sabemos, la defensa de incuria ("laches") está basada 

en una doctrina de equidad del "Common Law" angloamericano. 

Serrano v. Talavera, 65 D.P.R. 438, 441 (1945). Se define: como 

dejadez o negligencia en el reclamo de un derecho, la cual en 

conjunto con el transcurso del tiempo y otras circunstancias que 

causan perjuicio a la parte adversa, opera como un impedimento en 

una corte de equidad. Black's Law Dictionary 787 (5ta ed. 1979).  
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En Puerto Rico, se ha aplicado la doctrina de incuria con 

relación a remedios extraordinarios dispuestos por nuestro 

ordenamiento que han sido adoptados del Derecho angloamericano, 

como, por ejemplo, el injunction, el mandamus y el certiorari.  

Ahora bien, nuestra última instancia judicial ha resuelto 

reiteradamente que, en acciones civiles ordinarias con término 

prescriptivo señalado en ley, no procede la defensa de incuria. J.R.T. 

v. P.R. Telephone Co., Inc., 107 DPR 76 (1978); Saavedra v. Central 

Coloso, 85 DPR 421, 423 (1962). Particularmente, en el caso de los 

empleados públicos, nuestro Tribunal Supremo ha señalado que 

cuando no existe término prescriptivo dispuesto en ley, el término 

que le aplica a los empleados públicos para reclamar salarios es el 

tres años.3 

Estoy en desacuerdo con la aplicación de la doctrina de 

incuria al recurrente de epígrafe. Empero, si se fuese a aplicar dicha 

doctrina, solamente procedería aplicarla respecto al aumento de 

suelto que debió recibir el recurrente en el 2013.  No así, respecto al 

aumento de suelto correspondiente al último periodo de 5 años, que 

venció en el 2018. 

En el caso de marras, el 29 de marzo de 2019, el recurrente le 

remitió una carta al Alcalde de Carolina, Hon. José C. Aponte, en la 

cual trajo ante su consideración que desde el 2008 no había recibido 

aumentos de sueldo correspondientes a los años 2013 y 2018, según 

lo dispone la Ley de Municipios Autónomos, 21 LPRA sec. 4001 et 

seq., (Ley Núm. 81-1991).   

 
3 En Aponte Martínez v. Collazo, nuestro Tribunal Supremo resolvió varios casos 

consolidados en los cuales un grupo de agentes de la Policía de Puerto Rico 

reclamaban salarios, alegadamente, no pagados por dicha agencia. En el mismo 

se dilucidó, entre otras, la controversia sobre cuál era el término prescriptivo 

aplicable a las reclamaciones de salarios de los empleados públicos. El Alto Foro 
señaló que el término prescriptivo aplicable lo era el establecido por el artículo 

1867 del Código Civil de Puerto Rico, 31 L.P.R.A. sec. 5297; esto es, el de tres (3) 

años. 
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Por consiguiente, dicha comunicación activó los términos 

dispuestos por el   Artículo   I, Sección 1.2 Inciso a, del Reglamento 

Procesal Núm. 7313.  Según esbozado previamente, la parte 

apelante tendrá 30 días desde que es notificada de la acción o 

desde que advino en conocimiento de la acción. Dicho término 

es jurisdiccional, conforme al Plan de Reorganización Núm. 2-2010. 

La aludida carta del recurrente fue recibida por el Municipio 

de Carolina el 1ro de abril de 2019.  Con fecha de 4 de abril de 

2019, la señora Nydia Talavera, Directora del Departamento de 

Recursos Humanos, en representación del Alcalde, le remitió una 

carta al señor Collazo Ortiz, en la cual le indicó que la situación 

fiscal del Municipio no le permitía concederle aumentos de sueldo a 

los empleados, por lo cual no podía acceder a su petición de 

aumento de sueldo.   

En ese momento le comenzó a transcurrir el término de 30 

días al recurrente para presentar su apelación, el cual vencía el 4 

de mayo de 2019 -que por ser sábado- se extendió hasta el 6 de 

mayo de 2019. Ante el evento procesal de que la apelación fue 

presentada el 24 de abril de 2019, la misma fue incoada dentro del 

plazo jurisdiccional. Ante ello, la CASP no es acreedora de nuestra 

deferencia.  Por el contrario, procede entonces, revocar la Resolución 

recurrida y devolver el caso a la CASP, para que continúen los 

procedimientos. 

En fin, con su decisión, la Mayoría de este Panel le niega la 

justicia salarial que pretendió hacerle la Ley 81, supra, a un agente 

del orden público que, como tantos otros, diariamente arriesgan sus 

vidas por proteger la vida y la propiedad de los residentes y visitantes 

de la Ciudad de Carolina, así como la seguridad de sus calles, playas 

y zonas turísticas.   

Por tal motivo, no puedo coincidir con tal curso de acción. 
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IV 

Por los fundamentos previamente discutidos, esta Juez 

revocaría la Resolución recurrida y devolvería el caso al foro de 

origen para la continuación de los procedimientos. 

 
 

Gloria L. Lebrón Nieves 
Juez de Apelaciones 

 
 
 


